
Santiago, veinte de febrero de dos mi l veint i tr s .  é

VISTO:

En juicio especial rol C-2444-2018 del Juzgado de Letras de Pe aflor,ñ  

caratulado Gonz lez con Inmobiliaria Pocuro SpA , seguido por demanda“ á ”  

de inter s colectivo seg n lo dispuesto en los art culos 18 y 19 de la Leyé ú í  

General de Urbanismo y Construcci n, la jueza titular de dicho tribunal,ó  

por  sentencia  de  diecis is  de  diciembre  de  dos  mil  veintiuno  acogié ó 

parcialmente la demanda y se conden  a pagar la suma de $2.000.0000 aó  

cada demandante por el da o moral causado.ñ

Respecto de la decisi n de primera instancia, ambas partes dedujeronó  

recurso de casaci n en la forma y apelaci n. La Corte de Apelaciones deó ó  

San Miguel, por sentencia de uno de junio de dos mil veintid s rechaz  losó ó  

recursos de casaci n en la forma y confirm  la decisi n, con declaraci n deó ó ó ó  

condenar a la empresa demandada a mantener la prestaci n del servicio deó  

control y exterminio de las termitas a trav s de una empresa especializadaé  

en ello, por cinco a os desde que se inici  el control, renovable por similarñ ó  

per odo.í

En contra de esta decisi n  la  demandante y demandadas  deducenó  

recursos de casaci n en la forma y en el fondo.ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO:

I. -  En cuanto a los  recursos  de casac i n en la forma y enó  

el fondo deducidos por la demandante:

PRIMERO: Que,  el  recurso  de  casaci n  formal  de  la  parteó  

demandante se sustenta en la causal del art culo 768 N  7 del C digo deí ° ó  

Procedimiento Civil,  esto es,  contener  decisiones  contradictorias.  Asegura 

que  resulta  contradictorio  condenar  a  la  demandada  a  mantener  la 

prestaci n del servicio de control y exterminio de las termitas a trav s deó é  

una empresa especializada, pues ello implica restringir la responsabilidad de 

resarcir  a  una  obligaci n  de  reparaci n  haciendo  un  ó ó distingo  forzoso 

respecto a los da os y su modo de afrontar la responsabilidad por parte deñ  

la  contraria,  lo  que  a  su  entender  no  procede  en  este  tipo  de 

procedimientos, ya que no se encuentra recogida en la legislaci n aplicableó  

a la materia. Agrega que a este respecto la sentencia no observa lo dispuesto 

en el art culo 51 N  2 de la ley 19.496 que establece que basta con se alarí ° ñ  

el da o sufrido y solicitar la indemnizaci n y ha soslayado la abundanteñ ó  
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prueba  producida  para  cuantificar  el  da o  causado  en  cada  vivienda.ñ  

Adem s, afirma que la sentencia no cumpli  con la exigencia prevista en losá ó  

art culos 53 A, 53 C y 54 C de la Ley N  19.496, al omitir  los subgruposí °  

de v ctimas que dichas normas mandatan distinguir.í

SEGUNDO: Que en este cap tulo cabe se alar que  í ñ la revisi n deó  

los antecedentes del proceso permite constatar que el demandante impugn  eló  

fallo de primer grado mediante casaci n en la forma y apelaci n. La Corte deó ó  

Apelaciones de  San Miguel  rechaz  el referido recurso y confirm  el falloó ó . 

Pues bien,  el  recurso de casaci n  que se  revisa  deber  ser  desestimado,ó á  

desde que impugna el rechazo del recurso de nulidad formal deducido en 

contra de la sentencia de primer grado, invocando la misma causal que le 

sirvi  de sustento al recurso anterior y esgrimiendo los mismos argumentos,ó  

esto es, la de contener decisiones contradictorias. Al efecto, el art culo 63 Ní ° 

1 letra a) del C digo Org nico de Tribunales dispone que las Cortes deó á  

Apelaciones conocer n en nica instancia de los recursos de casaci n en laá ú ó  

forma que se deduzcan en contra de las sentencias dictadas por los jueces de 

letras de su territorio jurisdiccional. La palabra instancia , en este caso,“ ”  

est  tomada en el sentido de que el fallo que resuelve el correspondienteá  

recurso de casaci n en la forma no es susceptible de ning n otro recurso nió ú  

puede ser revisado, de consiguiente, por ning n tribunal superior. (Marioú  

Casarino Viterbo, Manual de Derecho Procesal Org nico, Quinta Edici ná ó  

Actualizada, Tomo I, p gina 161)á .

TERCERO: Que por lo expresado precedentemente el recurso de 

invalidez formal no podr  prosperar.á

CUARTO: Que  respecto  al  recurso  de  casaci n  en  el  fondoó  

deducido por  la  demandante,  se  advierte  que  se  denuncia  infracci n  aló  

art culo 51 N  1 de la Ley N  19.496 y afirma que el fallo no contieneí ° °  

valoraci n de los medios de prueba y su ponderaci n conforme a las reglasó ó  

de la sana cr tica. Concretamente, reclama que la Corte no consider  nií ó  

analiz  el  Informe de Control,  Evaluaci n  y  Cotizaci n,  emitido por laó ó ó  

empresa Orkin Chile, el Presupuesto Informativo de Obras efectuado por el 

arquitecto  Franz  Timo Jaquel,  los  Informes  de  Inspecci n  de  Viviendasó  

Unifamiliares  de Villa  Valle  de Pe aflor  y el  Informe de Inspecci n delñ ó  

Arquitecto Wilson L pez, entre otros.ó

QUINTO: Que,  para  resolver  ste  y  los  restantes  recursos  deé  
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nulidad,  se  hace  necesario  precisar  los  siguientes  antecedentes  y 

circunstancias relevantes del proceso:

1. A trav s del procedimiento especial establecido en el P rrafo 2  delé á °  

T tulo IV de la LPC, un total de diecisiete personas habitantes delí  

Conjunto  Habitacional  Valles  de  Pe aflor,  correspondientes  a  lasñ  

etapas IV y V, deducen demanda de indemnizaci n de perjuicios enó  

contra  de  la  empresa  Inmobiliaria  Pocuro  Centro  SPA  y  la 

Inmobiliaria  Pocuro  S.P.A.  Se  funda  en  virtud  de  existir  da os  yñ  

perjuicios  derivados  de  fallas  o  defectos  en  la  construcci n  deó  

viviendas  compradas  entre  los  a os  2015  a  2017,  recibidas  yñ  

aprobadas por la Municipalidad finalmente en marzo de 2017.

Afirma la demandante que las sociedades demandadas tienen la 

calidad de propietario primer vendedor, y la responsabilidad que les 

asiste es de naturaleza objetiva, por ende no se requiere acreditar dolo 

ni culpa. El defecto constructivo que imputan consiste en la presencia 

de una plaga de termitas subterr neas, que por sus caracter sticas, soná í  

consideradas como las m s da inas en t rminos estructurales para lasá ñ é  

edificaciones.

Luego,  mediante  la  ampliaci n  de la  demanda se denuncianó  

defectos en los elementos constructivos o de instalaciones que afectan 

a  todos  los  demandantes,  tales  como  el  descuadre  de  puertas  o 

problemas el ctricos y en las terminaciones y acabados, que afectané  

exclusivamente al segundo grupo de actores.

Solicitan  la  indemnizaci n  del  da o moral,  consistente  en laó ñ  

aflicci n  provocada  por  la  verdadera  calidad  y  estado  de  lo  queó  

adquirieron.  Esa  aflicci n  o  frustraci n  es  consecuencia  necesaria,ó ó  

inmediata y directa de las fallas y defectos de los inmuebles que cada 

uno adquiri  de las demandadas.  Se trata a su juicio de un da oó ñ  

evidente que debe ser indemnizado en un monto prudencial, pues la 

legislaci n aplicable no restringe las indemnizaciones al da o materialó ñ  

o patrimonial.

Tambi n demandan el da o emergente, y entienden por tal elé ñ  

perjuicio  efectivamente  causado  al  consumidor,  que  la  o  las 

demandadas  deben  reintegrar  al  adquirente  consumidor,  esto  es, 

todos y cada uno de los gastos que se ha debido y deba incurrir, con 
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ocasi n de las fallas o defectos en la construcci n de los respectivosó ó  

inmuebles pertenecientes al proyecto inmobiliario materia de autos.

A t tulo de lucro cesante, refieren todo aquello que dejaron deí  

percibir con ocasi n de las fallas o defectos en la construcci n de losó ó  

respectivos  inmuebles  pertenecientes  al  proyecto  inmobiliario  en 

cuesti n, el que la o las demandadas deben ser obligadas a restituir enó  

su  totalidad,  con  reajustes  e  intereses  legales  a  cada  uno  de  los 

afectados.

2. Las  demandadas  contestaron  que  en  el  libelo  no  se  ha  explicado 

d nde, cu ndo y c mo habr a tenido lugar el se alado hallazgo de lasó á ó í ñ  

termitas y qu  da o habr an provocado, circunstancia que bastar aé ñ í í  

para que se deseche la demanda. Destacan que la empresa Rentokill 

Initial,  desarroll  un  plan  de  trabajo  para  detectar  la  eventualó  

presencia  de  termitas  y  eliminarlas,  cuyo  resultado  fue  que  no se 

detect  actividad  alguna  de  termitas  en  el  Conjunto  Habitacionaló  

Valles de Pe aflor, en especial en la etapa V, que fue en la cual señ  

originaron los aludidos rumores. En efecto, los informes elaborados 

por  la  empresa  Rentokil  Initial  dieron  cuenta  de  que,  habi ndoseé  

instalado estaciones para la detecci n de termitas en la totalidad deó  

los terrenos referidos al Proyecto Valles de Pe aflor, no existen signosñ  

de actividad de las mismas. 

Asegura  que  fue  ante  tal  conclusi n  de  expertos,  que  losó  

demandantes decidieron ampliar su demanda, esta vez por supuestos 

defectos en la construcci n, de modo tal de poder mantener vigente laó  

presi n en su contra. Respecto a esta ampliaci n de demanda, hacenó ó  

presente  que  la  alusi n  general  a  defectos  de  construcci n,  queó ó  

afectar an de manera indeterminada y vaga a los inmuebles de losí  

demandantes, es un obst culo para ejercer adecuadamente su derechoá  

a  defensa.  Aseguran  que  no  se  precisa  qu  casas  presentan  losé  

defectos  y  en  qu  consiste  el  da o  concreto  experimentado,  entreé ñ  

muchas explicaciones que afirma se omitieron.

3. La sentencia de primera instancia, acogi  parcialmente la demanda,ó  

teniendo para ello presente lo dispuesto en el art culo 18 de la Ley deí  

General de Urbanismo y Construcciones y se ala que a partir de esteñ  

precepto se desprende que el legislador estableci  un sistema objetivoó  

de responsabilidad, respecto del propietario primer vendedor, de todo 
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da o  y  perjuicio  que  provenga  de  fallas  o  defectos  de  unañ  

construcci n, sea que afecten a la estructura de soporte del inmueble,ó  

sea que se trate de fallas o defectos en los elementos constructivos o 

de las instalaciones, o que afecten elementos de terminaci n o acaboó  

de las obras.

Luego, a partir del documento denominado “Recomendaciones 

para  la  Prevenci n  y  Control  de  Ataques  de  Termitas  enó  

Edificaciones , emitido por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo en”  

febrero de 2018, concluye que la existencia de las termitas ser a uní  

defecto o falla en la construcci n, que se explicar a por no haberseó í  

tomado en consideraci n medidas o estrategias constructivas para laó  

prevenci n  de  las  termitas  subterr neas  al  momento  de  construir,ó á  

salvo que los  demandados  acrediten que s  adoptaron las  medidasí  

necesarias a fin de prevenirlo, lo que en la especie no ocurri .ó

Adem s, luego de valorar la prueba testifical y el Informeá  N°4, 

que da cuenta de que entre el 20 y 27 de junio y el 10 de julio de 

2018  se  dio  inicio  al  proceso  de  instalación  del  programa  de 

monitoreo de termitas subterráneas, el fallo concluye que es posible 

establecer  que  en  junio  y  julio  de  2018,  la  plaga  se  encontraba 

presente en las viviendas.

4. Respecto  de  la  decisi n  de  primera  instancia,  ambas  partesó  

interpusieron recursos de casaci n en la forma y apelaci n. La Corteó ó  

de  Apelaciones  de  San  Miguel  previa  eliminaci n  de  losó  

considerandos  que  indica,  confirmo  el  fallo,  teniendo  para  ello 

presente que en lo que respecta al origen de las termitas, si bien no es 

posible establecer la fecha exacta o cierta de la llegada de dicha plaga 

al conjunto de viviendas, tampoco resulta propio discutir su existencia, 

tal  como  dan  cuenta  los  informes  estandarizados  de  las  empresas 

especializadas, esto es, Orkin y Termiblack efectuados en los meses de 

junio  y  julio  de  2018.  Estos  informes  en  mayor  o  menor  grado 

detectan la presencia y movimiento de  tales insectos en catorce de las 

propiedades que se singularizan en el basamento vig simo segundo.é

Luego,  establece  que  los  diecisiete  demandantes  fueron 

habitantes  de  un  grupo  habitacional,  en  un  mismo  conjunto  de 

viviendas, todas construidas en la misma poca y adquiridas en pocosé  

a os.  Luego, advierte que si  bien no result  posible determinar  elñ ó  
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momento exacto en que llegaron las termitas, no puede obviarse la 

conducta de la demandada, que asumi  el costo de erradicar la plaga,ó  

con  lo  que  se  hace  posible  concluir  que  dichos  insectos  se 

encontraban presentes al momento de la construcci n o al momentoó  

de la entrega, o muy poco despu s de la recepci n de las viviendasé ó  

por  sus  compradores.  Destaca  que  aunque  la  empresa  se  excusa, 

alegando que hizo un estudio de suelos, estos est n enfocados a laá  

estratigraf a, es decir, a la geolog a de los estratos que componen elí í  

suelo y su estabilidad, sin que se haya acompa ado un certificado deñ  

exterminio y control de plagas que permita suponer que junto con el 

estudio de suelos en el sentido ya indicado, se hubiere analizado la 

eventual existencia de estos insectos.

En cuanto al da o moral, se ala que es innegable que en elñ ñ  

escenario  descrito  todos  los  demandantes  tuvieron  que  verse 

enfrentados a la eventualidad de tener termitas en su casa, pero el 

da o  moral  entendido  como  la  aflicci n,  el  agobio  que  sell  elñ ó ó  

malestar, no puede ser presumido, sino que tiene que ser probado. En 

este sentido sin embargo, por su fisonom a las exigencias probatoriasí  

deben ser m s laxas que respecto al da o material, cobrando especialá ñ  

relevancia para estos fines la prueba de presunciones y la pericial. 

Luego, los sentenciadores destacan a los actores que rindieron 

prueba documental en torno a afecciones psicol gicas que sufrieron yó  

respecto del resto que no aportaron esta prueba, releva el hecho de 

que s  agregaron otras que son indiciarias acerca de la ocurrencia delí  

mismo y que se encuentran latamente detalladas por la jueza del a 

quo, representativas de los sinsabores y el natural desgaste emocional 

que han debido soportar como comunidad desde la aparici n de laó  

plaga y que ha significado tener que abocarse a procurar a trav s deé  

la  empresa  demandada  los  mecanismos  para  su  detecci n  yó  

exterminio,  debiendo  dejar  sus  casas  para  las  fumigaciones  e 

instalaci n de los cebos, unido al cuidado diario de tener que seguiró  

instrucciones  estrictas  de  comportamiento  a  fin  de  evitar  su 

reaparici n, en casas nuevas destinadas a la habitaci n.ó ó

Finalmente,  los  jueces  justifican  que  ello  es  plenamente 

concordante con la circunstancia de que la indemnizaci n del da oó ñ  

moral apunta a procurar un equilibrio, una compensaci n, d ndole aó á  
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quien lo  sufre una posible  satisfacci n que ponga al  alcance otrosó  

medios, otras satisfacciones que aten en la perdida sentida, con mirasú  

a  restablecer  el  equilibrio  roto,  indemnizaci n  que  en  el  montoó  

regulado por la sentenciadora aparece acorde con el fin perseguido, 

conforme el m rito de las pruebas rendidas.é

SEXTO: Que aclarado lo anterior y atendido el tenor del recurso de 

casaci n en el fondo deducido por la demandante, se advierte que el recursoó  

no ha sido fundado correctamente. Esto es as  puesto que el precepto legalí  

citado como infringido, a saber, el art culo í 51 N  1 de la Ley N  19.496,° °  

aquel en que se asila la estructura normativa sobre la cual viene construido 

el alegato de casaci n de fondo, no es bastante para abordar el examen deó  

la resoluci n de la controversia del modo que se hizo por los juzgadores, aló  

no denunciar la conculcaci n de las normas que en la especie tuvieron eló  

car cter decisorias de la litis, es decir, los preceptos que al ser aplicadosá  

permiten  resolver  la  cuesti n  controvertida,  cuales  son,  entre  otros,  losó  

art culos 1545, 1546 y 2314 del C digo Civil y los art culos 18 y 19 de laí ó í  

Ley  General  de  Urbanismo y  Construcciones.  Al  no  denunciarse  como 

infringidas impiden a esta Corte entrar a analizar la responsabilidad que 

imput  a la demandada y que ocasion  los perjuicios cuyo resarcimientoó ó  

reclam  la actora, si los documentos que esgrime en su favor la recurrenteó  

sustentan la decisi n que busca modificar o, en fin, si dicha parte sufri  losó ó  

da os que reclama.ñ

S PTIMO:É  Que,  en efecto,  al  no venir  acusado en el  libelo  de 

casaci n  el  quebrantamiento  de  la  preceptiva  sustantiva  b sica  enó á  

comentario, su factibilidad es m nima, pues la particularidad que define alí  

recurso de  casaci n  en  el  fondo es  que  ste  permite  la  invalidaci n  deó é ó  

determinadas sentencias que hayan sido pronunciadas con infracci n de ley,ó  

siempre que sta haya tenido influencia sustancial en su parte resolutiva oé  

decisoria. Se trata de la exigencia establecida en el art culo 767 del C digoí ó  

de Procedimiento Civil,  que lo instituye dentro de nuestro ordenamiento 

positivo y se traduce en que no cualquier transgresi n de ley resulta id neaó ó  

para provocar la nulidad de la sentencia impugnada.

OCTAVO: Que  no  debe  perderse  de  vista  que  el  recurso  de 

casaci n en el fondo persigue instar por un examen del juicio conclusivo deó  

la  cuesti n  principal,  desplegado  en  la  sustancia  misma  de  la  sentenciaó  

definitiva que se busca anular, cuyos desaciertos jur dicos s lo autorizar ní ó á  
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una  sanci n  procesal  de  esa  envergadura  en  la  medida  que  hayanó  

trascendido hasta la decisi n propiamente tal del asunto, defini ndola en unó é  

sentido  distinto  a  aquel  que  se  impon a  seg n  la  recta  inteligencia  yí ú  

aplicaci n de la normativa aplicable.ó

NOVENO: Que las  circunstancias  descritas  en los razonamientos 

que anteceden traen por consecuencia inevitable que, del modo en que fue 

interpuesto, el presente recurso de casaci n deber  ser desestimado.ó á

II.  En  cuanto  al  recurso  de  casaci n  en  la  forma  y  en  eló  

fondo deducidos por la demandada:

D CIMO:É  Que,  el  recurso  de  casaci n  formal  de  la  parteó  

demandada se sustenta en la causal del art culo 768 N  7 del C digo deí ° ó  

Procedimiento Civil, esto es, contener decisiones contradictorias. Afirma que 

el vicio se configura al se alar los sentenciadores en el considerando octavo,ñ  

que no era posible establecer la fecha exacta o cierta de la llegada de las 

termitas y pese a ello imputarle responsabilidad. Sostiene entonces que si no 

es posible determinar la fecha en que llegaron las termitas, las que pudieron 

llegar por el traslado de elementos de madera que los propios demandantes 

realizaron al momento de mudarse, o por cualquier modo, no es procedente 

acoger la demanda.

En  un  segundo  cap tulo  de  nulidad  formal,  invoca  la  causal  delí  

art culo  768 N  5  en  relaci n  con  el  art culo  170  N 4  del  C digo  deí ° ó í ° ó  

Procedimiento Civil. Denuncia que el fallo recurrido adolece tambi n é de un 

razonamiento  y  ponderaci n  racional,  pormenorizada  y  justa  de  losó  

informes presentados por las partes sobre la supuesta existencia de termitas. 

Especialmente, denuncia la falta de razonamiento y explicaci n que permitaó  

entender  por  qu  se  consider  la  existencia  de  termitas  en  todas  lasé ó  

viviendas  de  los  demandantes  en  circunstancias  que  los  informes 

acompa ados por esta parte acreditan que eso no es as . Tampoco existe añ í  

su juicio, fundamentos que permitan justificar por qu  se atribuy  mayoré ó  

valor  probatorio  a  informes  acompa ados  por  los  demandantes  que  niñ  

siquiera fueron reconocidos en el juicio por parte de quien emanaron, en 

desmedro de los informes acompa ados por su parte.ñ

UND CIMO:É  Que  respecto  al  primer  cap tulo  del  recurso  deí  

casaci n  en  la  forma,  cabe  se alar  que  ó ñ el  fundamento  esgrimido  para 

sustentarlo no configura la causal invocada. En efecto, la causal esgrimida se 

configura cuando en la sentencia se contiene m s de una decisi n es decir,á ó –  
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m s de un resoluci n de la acci n o excepciones planteadas por las partesá ó ó – 

y cuando entre ellas se produce una contraposici n, en t rminos que noó é  

pueden  coexistir.  En  la  especie,  los  planteamientos  de  la  recurrente  se 

dirigen a demostrar una supuesta falta de armon a entre los considerandosí  

de la sentencia y una de sus decisiones. Tal situaci n, como se ha visto, noó  

configura  la  causal  esgrimida,  circunstancia  bastante  para  desestimar  el 

arbitrio de nulidad.

En cuanto al segundo cap tulo, cabe destacar que el juicio seguido porí  

demanda  de  inter s  colectivo  de  los  consumidores  es  regido  por  leyesé  

especiales,  de  manera  que la  causal  5  del  art culo  768  del  C digo  deª í ó  

Procedimiento  Civil,   invocada  por  la  recurrente,  solamente  resulta 

procedente en cuanto el mismo se funda en la omisi n del requisito exigidoó  

en el N  6 del art culo 170 del C digo de Procedimiento Civil; esto es, la° í ó  

decisi n  del  asunto  controvertido.  Resulta  improcedente  en  lo  dem s,ó á  

atendido lo dispuesto en el art culo 768 inciso segundo del mismo  C digo,í ó  

por tratarse en el presente caso de un juicio especial  (regido por  la ley 

19.946), desde que en dichos juicios especiales el recurso de casaci n s loó ó  

puede fundarse en alguna de las causales indicadas en los n  1 , 2 , 3 , 4 ,° ° ° ° °  

6 , 7  y 8  del mismo art culo, y tambi n en el n  5, en el caso excepcional° ° ° í é °  

que la misma disposici n indica y que se ha consignado.ó

DUOD CIMO:É  Que por lo expresado precedentemente el recurso 

de invalidez formal no podr  prosperar.á

D CIMO TERCERO:É  Que, luego en el recurso de casaci n en eló  

fondo deducido tambi n por la parte demandada, se denuncia que se tuvoé  

por acreditado los requisitos de la acci n sin que se haya rendido pruebaó  

alguna al respecto, con lo que se vulnera el art culo 1698 del C digo Civil,í ó  

desde que los jueces del fondo no efectuaron una adecuada ponderaci n deó  

la prueba rendida en el proceso y no aplicaron debidamente los principios 

de  la  l gica,  las  m ximas  de  la  experiencia  y  los  conocimientosó á  

cient ficamente afianzados que rigen el sistema de valoraci n de la pruebaí ó  

regulado en el art culo 51 inciso primero de la Ley N 19.496, precepto queí °  

tambi n denuncia infringido. Concretamente, en este segundo cap tulo deé í  

nulidad sustantiva, denuncia que se fij  una carga probatoria espec fica paraó í  

que el  tribunal pueda acceder a la demanda de indemnizaci n de da oó ñ  

moral pues se requiere la prueba de la afectaci n. Destaca que la normaó  

establece el mecanismo para probar la existencia del da o moral, pero enñ  
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caso alguno habilita al tribunal para ordenar el pago de una indemnizaci nó  

respecto  de  los  actores  que  individualiza  y  asegura  no  han  rendido 

absolutamente ninguna prueba para acreditar el da o reclamado.ñ

D CIMO CUARTO:É  Que en cuanto a la vulneraci n del art culoó í  

1698 del C digo Civil que s lo es una norma b sica de nuestro derechoó – ó á  

positivo relacionada con la distribuci n de la carga probatoria  del tenor deló –  

libelo en an lisis se constata que la tesis del recurrente se dirige a sostenerá  

que dicha carga no fue satisfecha por la demandante y que se ha dado por 

acreditada la presencia de la plaga en el conjunto habitacional, sin prueba 

que lo acreditara y sin ninguna precisi n en cuanto a la poca de aparici n.ó é ó

 Sin  embargo,  contrariamente  a  lo  sostenido,  los  hechos  se  han 

determinado con base en los propios dichos y actuaciones de la demandada 

y las probanzas que su parte alleg  al proceso, las que junto a las rendidasó  

por la demandante, permitieron al tribunal elaborar presunciones del modo 

que se explica en el fallo y que se ha rese ado en el considerando quinto deñ  

esta sentencia. A partir de lo anterior, se desprende que la actora ataca la 

valoraci n que los jueces del grado, dentro del mbito de sus atribuciones,ó á  

han efectuado de dichas probanzas y no la errada aplicaci n del  preceptoó  

indicado, razones stas por las cuales se desestimar  la argumentaci n.é á ó

Este rechazo tambi n se impone respecto del monto que los juecesé  

determinaron a prop sito del da o moral demandado, en tanto stos enó ñ é  

virtud de los par metros que consignaron en el motivo trig simo primeroá é  

del fallo del a quo y en los considerandos d cimo segundo a d cimo cuartoé é  

de la sentencia de segunda instancia, cuantificaron este rubro, teniendo en 

consideraci n  adem s,  ó á que  es  dable  presumir,  acorde  con  el  principio 

probatorio de la normalidad, el dolor y sufrimiento del demandante a ra zí  

del hecho en que funda los da os morales reclamados.ñ

D CIMO QUINTOÉ  Que en consecuencia, no se observa infracci nó  

al  art culo  51  de  la  ley  19.496í ,  desde  que  los  razonamientos  tra dos  aí  

colaci n  en  los  considerandos  que  anteceden  resultan  suficientes  paraó  

demostrar, sin lugar a dudas, que la sentencia atacada mediante el recurso 

formulado por el demandado, dio correcta interpretaci n y aplicaci n a lasó ó  

normas legales que resultaban atinentes para dirimir la controversia sobre la 

que versaba el proceso; por lo que las infracciones normativas que en su 

libelo se le atribuyen a dicho fallo carecen de asidero jur dico.í
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Por estas consideraciones y de conformidad adem s con lo dispuestoá  

en  los  art culos  764,  767 y 782 del  C digo de Procedimiento Civil,  í ó se 

rechazan  los  recursos  de  casac i n  en  la  forma  y  en  el  fondoó  

deducidos  por  el  abogado  Rodrigo  Mart nez  Alarc ní ó  en 

representaci n de la demandante y  ó los  recursos  de  casac i n  en  laó  

forma  y  en  fondo  interpuestos  por  el  abogado  Daniel  Lagos  

Sandoval ,  en  representaci n  de  la  parte  demandada,  en  contra  de  laó  

sentencia de uno de junio de dos mil  veintid s  dictada por la Corte deó  

Apelaciones de San Miguel.

Acordado,  en  lo  relativo a  rechazo del  recurso de casaci n  en laó  

forma deducido  por  la  parte  demandante,  con  el  voto  en  contra  de  la 

Ministra Sra. Mar a Ang lica  Repetto Garc a, quien estuvo por conocerí é í  

dicho recurso, conforme a los siguientes fundamentos:

1 .- Que del examen del recurso de casaci n formal, se advierte que° ó  

ste se deduce en contra de la sentencia definitiva dictada por la Corte deé  

Apelaciones que confirm  la sentencia de primera instancia, originada en eló  

recurso  de  apelaci n  interpuesto  por  la  demandante  y  no  respecto  deó  

aquella parte de la decisi n del tribunal de alzada que desestim , a su vez,ó ó  

un recurso de casaci n en la forma interpuesto en contra de la sentencia deó  

primer grado.

2 .- Que, de esta forma, al formularse ahora un nuevo recurso de esta°  

especie,  fundado en la  causal  del  art culo  768 N  5 en relaci n  con elí ° ó  

art culo  170  N  4  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  respecto  de  laí ° ó  

decisi n  de  la  Corte  de  confirmar  la  sentencia  del  juez  a  quo,  no  seó  

configura  la  situaci n  conocida como casaci n  de  casaci n ,  porque laó “ ó ó ”  

inadmisibilidad a que alude dicha expresi n radica b sicamente en que laó á  

sentencia  que  resuelve  un  recurso  de  casaci n,  tiene  una naturaleza  suió  

generis, no asimilable a una sentencia definitiva o interlocutoria de aquellas 

que posibilitan su impugnaci n por esos recursos de nulidad procesal.ó

3 .-  Que,  por  otra  parte,  el  art culo  63  N 1  letra  a)  del  C digo° í ° ó  

Org nico  de  Tribunales,  cuando dispone que las  Cortes  de  Apelacionesá  

conocer n, en nica instancia, sobre los recursos de casaci n en la forma,á ú ó  

que se interpongan en contra de las sentencias dictadas por los jueces de 

letras o por uno de sus ministros y, de las sentencias definitivas de primera 

instancia,  dictadas  por  jueces  rbitros,  est  se alando  que las  sentenciasá á ñ  

dictadas,  resolviendo  esos  recursos,  no  son  susceptibles  de  recurso  de 
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apelaci n, pero, no puede considerarse una limitaci n a la interposici n deó ó ó  

un  recurso  de  casaci n  en  la  forma,  respecto  de  un  fallo  que  no  estó á 

resolviendo, propiamente, el recurso de casaci n, sino que la apelaci n deó ó  

una  sentencia  definitiva,  respecto  del  cual  se  le  atribuye  mantener  los 

mismos vicios que conten a el fallo de primer grado.í

Reg strese y devu lvase junto con sus agregados .í é

N  32.657-2022°

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Arturo Prado P.,   Sra. Mar a Ang lica Repetto G.,  Sra.  Mar a Soledadí é í  

Melo  L.    y  Abogados  Integrantes  Sr.  Diego Munita  L.  y  Sr.  Enrique 

Alcalde R.

No firma. la Ministra Sra. Repetto y el Abogado Integrante Sr. Alcalde, no 

obstante haber concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo,  por 

estar con feriado legal la primera y ausente el segundo.
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null

En Santiago, a diecinueve de febrero de dos mil veintitrés, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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